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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / TRÁMITE INCIDENTE DE DESACATO / CONSULTA DE SANCIÓN / JUEZ SUPERIOR PUEDE DECLARAR NULIDAD DE INCIDENTE AL CONOCER EN CONSULTA / NIEGA. - Desde ese punto de vista, puede la Colegiatura afirmar que el Juez de segundo grado en el incidente cuestionado obró conforme a la interpretación normativa que la Constitución y la Ley le autorizan, y que no se vislumbra una carencia de motivación o ausencia de justificación para las decisiones que en su grado jurisdiccional de revisión tomó, ni tampoco hay un asomo caprichoso de su voluntad en la decisión que aquí se tuvo la oportunidad de revisar, de manera que ello coarta de entrada la posibilidad de modificar sus decisiones por medio de esta acción constitucional, al no advertirse la ocurrencia de una vía de hecho que así lo amerite.        

Por otra parte, debe puntualizarse que el Juez que de segunda instancia no está en la obligación de impartir aprobación a “ojo cerrado” y sin mayor análisis de las decisiones que son puestas a su consideración, pues el grado jurisdiccional de consulta ha sido diseñado precisamente para que se evalúe el grado de acierto o desacierto que, a su criterio (no caprichoso), tiene el Juez inferior en la decisión evaluada. 

Ahora, si bien la accionante hizo alusión a otras decisiones con situaciones fácticas similares que han sido objeto de aprobación por parte de otros jueces del distrito, no puede olvidarse que, con base en el ya aludido criterio de independencia del juez consagrado en el artículo 280 de la Constitución Política, las decisiones de los togados gozan de autonomía y bajo ningún criterio necesitan presentar identidad entre ellos.
(…)

De acuerdo a lo anterior, se puede puntualizar que el juez que resuelve en grado de consulta el desacato está llamado a revisar la actuación, y con el fin de corregir los yerros en que pudo incurrir el de menor jerarquía, está autorizado para anular la actuación si así lo considera necesario, sin que esté obligado a ser él quien proceda a subsanar los mismos.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Pereira, veintiuno (21) de marzo de dos mil dieciocho (2018)  

Hora: 3:00 p.m.   

Aprobado por Acta No. 270
	Radicación: 
	66001 22 04 000 2018 00041 00

	Accionante: 
	María Genoveva Montoya Aguirre 

	Accionado: 
	Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira

	Decisión: 
	No tutela    


ASUNTO:
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por la señora MARÍA GENOVEVA MONTOYA AGUIRRE, en contra del JUZGADO QUINTO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso e igualdad.  
ANTECEDENTES:
Manifestó la accionante que mediante sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero Penal Municipal con Función de Control de Garantías el día 22 de diciembre de 2017 se amparó su derecho fundamental a la salud, y como consecuencia de ello se le impartió al Representante Legal de la EPS Coomeva, suministrarle unos “audífonos de ayuda auditiva bilaterales”. 

Como quiera que la mencionada EPS no dio cumplimiento a la precitada decisión, la señora Montoya Aguirre promovió incidente de desacato el 22 de diciembre de 2017 en contra de la misma, trámite que culminó el 29 de enero del año que avanza con la imposición de una sanción en contra de la aludida entidad. 

No obstante, al surtirse el trámite de consulta ante el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, se dispuso por parte del Togado de segundo grado decretar una nulidad de todo lo actuado, ello bajo el argumento de que en el trámite no se delimitó imputación o cargo en concreto y tampoco se presentó una argumentación razonable para radicar responsabilidad subjetiva, y además, que el silencio de los obligados no bastaba para imponer la sanción.
Considera la señora María Genoveva que la anterior decisión vulnera sus derechos fundamentales, por cuanto la consulta no implica una segunda instancia de la valoración de responsabilidad realizada por el Juez cognoscente, sino que el fin de la consulta es verificar el trámite y la sanción que se impone, y no los argumentos que la motivan; además, partiendo del silencio de los obligados en el trámite del desacato, se debería dar aplicación al principio de presunción de veracidad de que trata el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, teniendo como ciertos los dichos de la parte accionante.  
Aunado a lo anterior, contrario a lo dicho por el Juzgado Quinto Penal del Circuito, el silencio de los encargados a lo largo del trámite da lugar a que se presuma una desobediencia de la orden proferida, no sólo porque no se ha logrado el objetivo de la acción constitucional, que es la entrega del elemento que allí se ordenó, sino también porque su entrega se encuentra bajo la dirección y supervisión de la persona encargada, esto es, la Dra. Ángela María Cruz Libreros, representante legal de la EPS Coomeva. 

Como soporte de tales argumentos, refirió la accionante que en otros asuntos análogos resueltos en primera instancia por parte del Juzgado Primero Penal Municipal con Función de Control de Garantías, y que han sido cimentados con casi idéntica motivación, han sido confirmados por parte de otros Despachos judiciales al desatar el grado de consulta.  

PRETENSIONES:
De acuerdo a los hechos narrados en precedencia, solicitó la accionante que se tutelen sus derechos fundamentales al debido proceso e igualdad, y en consecuencia se ordene al Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira que deje sin efectos el auto proferido el pasado 12 de febrero, mediante el cual decretó la nulidad de la sanción impuesta dentro del trámite incidental promovido por ella. 

TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió el 6 de marzo del año que transcurre, y se avoco su conocimiento por medio de auto del día siguiente, en el cual se ordenó la notificación y traslado al Juzgado Quinto Penal del Circuito y se ordenó la vinculación oficiosa del Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías. Más adelante fueron vinculados también los Funcionarios de la EPS Coomeva que fungen como parte accionada dentro del trámite incidental de desacato que aquí se cuestiona: Dres. Luis Alfonso Gómez Arango, Luis Freddyur Tovar y Ángela María Cruz Libreros, así como al Agente del Ministerio Público que intervino dentro de esa actuación. 
RESPUESTA DEL DESPACHOS ACCIONADOS:
Pese a haber sido notificados en debida forma, ambos Despachos guardaron silencio frente al requerimiento que se les hiciera por parte de esta Colegiatura. 

No obstante, por parte del Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías se allegó a esta Colegiatura copia del trámite incidental cuestionado por la señora María Genoveva, así como uno de los que ella aludió en su escrito inicial a modo de comparación frente al caso suyo, por tratarse de asuntos similares, trámite del cual fue resuelto el grado jurisdiccional de consulta por parte del Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.
2. Problema Jurídico: 

El problema jurídico del presente asunto gira en torno a establecer si en la actuación adelantada por parte del Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira en grado jurisdiccional de consulta, con ocasión del trámite incidental de desacato promovido por la señora María Genoveva Montoya Aguirre en contra de la EPS Coomeva, se desconocieron sus prerrogativas fundamentales a la igualdad y debido proceso, de manera que las decisiones allí tomadas deban dejarse sin efectos. 
3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
En el presente asunto, la acción constitucional va encaminada a atacar una decisión judicial por medio de la cual se nulitó un auto sancionatorio por desacato proferido en primer grado por parte del Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías y en segundo por parte del Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, habiéndose dejado sin efectos aquella proferida por el cognoscente. 

Teniendo claro cuándo, de manera genérica, procede la acción constitucional, se hace necesario entrar a aclarar cuándo ésta procede para atacar decisiones judiciales, para ello la jurisprudencia constitucional ha establecido una serie de requisitos conocidos como causales de procedibilidad especiales, sin los cuales la tutela contra sentencia judicial deviene en improcedente:

“(…) todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución.” 

 

Con todo, y aun cuando la acción de tutela puede servir como mecanismo judicial excepcional para enderezar las actuaciones judiciales equivocadas, es necesario que las causales específicas de procedibilidad que se hubieren alegado en cada caso, se aprecien de manera que permita que la presunta juridicidad del pronunciamiento judicial objeto de cuestionamiento, sea fácilmente desvirtuable. Así, puede concluirse que no toda irregularidad procesal o diferencia interpretativa configura una vía de hecho.”
 

Así mismo, esa Alta Corporación ha definido
 dichos defectos así: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”. 
En el caso que concita la atención de la Colegiatura, la accionante no especificó cuál sería la causal específica por la que presuntamente incurrió el señor Juez Quinto Penal del Circuito en una vía de hecho en la resolución de su asunto, al desatar grado jurisdiccional de consulta frente al incidente de desacato conocido por el Juez Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías; no obstante, de acuerdo a los argumentos descritos por ella en su libelo petitorio, se podría pensar que está invocando un defecto material o sustantivo por existir una contradicción entre los fundamentos existentes y la decisión tomada, además de una indebida motivación.    
Antes de abordar el tema puntual, vale la pena recordar en primer lugar el umbral fáctico que dio origen a su queja, el cual radica en una sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías el 22 de diciembre de 2017, laudo mediante el cual, tras proteger los derechos fundamentales de la señora María Genoveva, le impartió una serie de órdenes a la EPS Coomeva, como solución para conjurar la transgresión hallada en esa oportunidad.  
A pesar de lo anterior, los Funcionarios de la EPS obligada que se encontraban llamados a desplegar las acciones para dar cumplimiento a la mencionada decisión, se mantuvieron, según dichos de la accionante, en estado de indiferencia frente a las órdenes impuestas, situación que la motivó a promover un incidente de desacato a efectos de hacer cumplir el laudo judicial. 

Es así como acogiéndose al reclamo de la accionante, el Despacho cognoscente adelantó el trámite que estimó pertinente, y efectuó los requerimientos de rigor, vinculando al asunto a los Doctores Luis Alfonso Gómez Arango, Coordinador del Cumplimiento de Fallos Judiciales de la EPS Coomeva, Luis Freddyur Tovar, como Superior Jerárquico del anterior y Ángela María Cruz Libreros, Gerente Nacional y Representante Legal de dicha empresa promotora de salud; no obstante, una vez culminó el trámite incidental, fue sancionada únicamente a la susodicha Representante legal de la entidad.     

Como es natural, al haberse proferido una decisión con sentido sancionatorio, el asunto arribó ante el superior jerárquico del Despacho fallador, en esta oportunidad el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, ello con el fin de verificar la legitimidad y legalidad de la sanción impuesta, de acuerdo a los postulados del artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, que indica: “La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental y será consultada al superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción”, valoración que  es conocida como el grado jurisdiccional de consulta. 
Así las cosas, una vez analizado el contenido de la decisión puesta en su conocimiento, el Juzgado de segundo nivel consideró que era pertinente decretar una nulidad de lo actuado, con el fin de que se rehicieran las actuaciones conforme a unos lineamientos específicos decantados por él en su escrito, ellos se circunscriben básicamente en dos labores impuestas al Juez para resolver nuevamente el desacato que le corresponde: 
1. En primer lugar le hizo un llamado para que hiciera un análisis de la responsabilidad subjetiva que se encontraba inmersa en la queja de la accionante, es decir, dilucidar en qué persona concretamente recaía el deber de dar cumplimiento al fallo de tutela, lo cual debió hacerse, según criterio del Juez Ad Quem, respetando la estructura legal de la entidad llamada a cumplir la mentada decisión, puesto que si bien se hicieron los requerimientos a los Funcionarios encargados, sólo resultó ser sancionada la Representante Legal de la entidad, es decir quien ostenta la mayor jerarquía a nivel nacional en esa empresa, y es ahí donde radicó el reproche del Juez de segunda instancia, porque a su modo de ver, tal superioridad no implica que sea ella la principal llamaba a obedecer la decisión constitucional, y por ende, a pesar de recaer en el cognoscente una facultad para sancionarla, la misma es potestativa, mientras que frente al principal obligado se tornaría en una sanción obligatoria.   
2. En segundo lugar, expuso el Juzgado Quinto Penal del Circuito que de llegarse a considerar necesario involucrar al máximo representante de la entidad accionada, debe puntualizarse siempre la identificación de la responsabilidad subjetiva del funcionario que se va a sancionar, esto es, dilucidar en qué consiste la falta que se le está endilgando a esa persona en concreto, que no sería igual a la que se le enrostra al obligado principal, teniendo en cuenta las funciones que reglamentariamente se le han delegado de forma interna a cada uno, y por ende tal responsabilidad iría más allá de la realización de un procedimiento o servicio en salud.   
Por su parte, la señora María Genoveva partió de los siguientes aspectos centrales para acudir al presente mecanismo constitucional de amparo: 

1. En el grado de consulta que desarrolla el superior jerárquico frente a un incidente de desacato no pueden ser valorados los argumentos que motivan la valoración sobre la responsabilidad de los sancionados, sino que se debe limitar a verificar el trámite y la sanción que se impone. 

2. El silencio de los obligados en el trámite del desacato, implica una aceptación tácita de su incumplimiento, y por ende se debería dar aplicación al principio de presunción de veracidad de que trata el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, teniendo como ciertos los dichos de la parte accionante.  
3. Basta con encontrarse ante el incumplimiento a la sentencia de tutela, que se materializa con la no entrega de los elementos de ayuda auditiva que se prescribieron por el médico, y la responsabilidad en cabeza de la representante legal de la entidad para haber confirmado la sanción. 
Nos encontramos entonces ante el deber de dilucidar si en efecto la mácula referenciada por la accionante tuvo ocurrencia en el ya aludido trámite incidental de segunda instancia, para lo cual, se habrá de partir recordando que el artículo 230 Superior dota a los jueces de la república de autonomía judicial e independencia en sus decisiones, así como de libertad interpretativa, al establecer que “…en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley.”.  
Lo anterior se traduce en la imposibilidad de modificar por vía de tutela las decisiones que se profieran por parte del Juez natural de la causa concreta, a no ser que se logre evidenciar a simple vista una decisión arbitraria y caprichosa que involucre una vía de hecho, tal como se dijo en párrafos anteriores, ya que es una facultad inherente de los jueces cimentar sus decisiones en la interpretación propia y personal que hacen al analizar los casos que son puestos en su conocimiento, y tal garantía, permite entonces la preservación de los principios de seguridad jurídica, autonomía judicial y del juez natural, partiendo además del hecho de que en las decisiones que toma la judicatura, siempre habrá alguien que resultará “derrotado” con aquella, sin que ello implique una vulneración de sus derechos, siempre y cuando se hayan respetado las bases del debido proceso.  
Descendiendo al caso concreto, encontramos que la decisión proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito el pasado 12 de febrero estuvo cimentada en la interpretación que hace de los parámetros contemplados en los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991 referente al trámite incidental de desacato, y partiendo de aquellos, concluye que hay una necesidad de perseguir en ese tipo de asuntos a la persona directamente obligada de dar cumplimiento al laudo constitucional, para así, imponer las condignas sanciones a que haya lugar; desde ese punto de vista, no concibe el Juez cual es la razón por la que, a pesar de existir una estructura definida en la entidad accionada, que le asigna a una persona en concreto la responsabilidad de dar cumplimiento a las acciones de tutela, quien es el Coordinador de Cumplimiento de las Acciones de Tutela, cargo que desempeña el Doctor Luis Alfonso Gómez Arango, y tener este a su vez un superior jerárquico y funcional que es el Doctor Luis Feddyur Tovar, nada se haya dicho en el desacato acerca de estos últimos, quienes indudablemente tienen a su cargo la responsabilidad directa frente al incumplimiento reprochado por la señora María Genoveva. 
Desde ese punto de vista, puede la Colegiatura afirmar que el Juez de segundo grado en el incidente cuestionado obró conforme a la interpretación normativa que la Constitución y la Ley le autorizan, y que no se vislumbra una carencia de motivación o ausencia de justificación para las decisiones que en su grado jurisdiccional de revisión tomó, ni tampoco hay un asomo caprichoso de su voluntad en la decisión que aquí se tuvo la oportunidad de revisar, de manera que ello coarta de entrada la posibilidad de modificar sus decisiones por medio de esta acción constitucional, al no advertirse la ocurrencia de una vía de hecho que así lo amerite.        
Por otra parte, debe puntualizarse que el Juez que de segunda instancia no está en la obligación de impartir aprobación a “ojo cerrado” y sin mayor análisis de las decisiones que son puestas a su consideración, pues el grado jurisdiccional de consulta ha sido diseñado precisamente para que se evalúe el grado de acierto o desacierto que, a su criterio (no caprichoso), tiene el Juez inferior en la decisión evaluada. 

Ahora, si bien la accionante hizo alusión a otras decisiones con situaciones fácticas similares que han sido objeto de aprobación por parte de otros jueces del distrito, no puede olvidarse que, con base en el ya aludido criterio de independencia del juez consagrado en el artículo 280 de la Constitución Política, las decisiones de los togados gozan de autonomía y bajo ningún criterio necesitan presentar identidad entre ellos. 

Sin embargo, si en gracia de discusión se atendieran los argumentos expuestos por la accionante en ese sentido, se puede decir que esta Colegiatura tuvo la oportunidad de conocer el trámite incidental adelantado por un ciudadano (X) en contra de la misma entidad, expediente que se encuentra radicado al número 2017-00395, conocido en primera instancia por parte del Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías, y en segunda instancia por parte del Juzgado Séptimo Penal del Circuito, ambos de Pereira, trámite que fue aludido por la accionante a modo de comparación, y como fundamento para que se accediera a sus pretensiones; sin embargo, lo que se desprende del mentado procedimiento incidental, es que la Juez constitucional que en aquel escenario desató el grado de consulta se percató del mismo error que el Despacho aquí accionado, y es la ausencia de un sentido sancionatorio en contra de los funcionarios directamente obligados de dar cumplimiento al fallo constitucional de ese asunto, Doctores Luis Alfonso Gómez Arango, Coordinador del Cumplimiento de Fallos Judiciales de la EPS Coomeva, Luis Freddyur Tovar, como Superior Jerárquico del anterior, pero a diferencia del señor Juez Quinto Penal del Circuito, encontró una solución diversa en esa oportunidad, cual fue modificar la sanción para imponerle igual castigo a los mencionados funcionarios. 

De acuerdo a lo anterior, se puede puntualizar que el juez que resuelve en grado de consulta el desacato está llamado a revisar la actuación, y con el fin de corregir los yerros en que pudo incurrir el de menor jerarquía, está autorizado para anular la actuación si así lo considera necesario, sin que esté obligado a ser él quien proceda a subsanar los mismos. 
Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, toda vez que como viene de decirse, a todas luces es evidente que no dan los requisitos para conceder la solicitud de amparo deprecada. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR la tutela invocada por la señora MARÍA GENOVEVA MONTOYA AGUIRRE, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2010, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio.


� Sentencia SU-241 de 2015
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